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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Pablo González. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Roberto Chiazzaro, Wilson Ezquerra y 
Gonzalo Mujica. 


CONCURRE: Señor Representante Daniel Caggiani. 
SECRETARIA: Señora Doris Muniz. 


PROSECRETARIO: Señor Manuel Nande. 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 


De acuerdo con lo establecido en el artículo 123 del Reglamento de la Cámara de Representantes, 
corresponde elegir un presidente y un vicepresidente. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Propongo como presidente al señor diputado Pablo González. 


SENOR CHIAZZARO (Roberto).- Por el señor diputado Pablo González. 
SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson).- Por el señor diputado Pablo González. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Por el señor diputado Alfredo Asti. 


SEÑOR MUJICA (González).- Por el señor diputado Pablo González. 
SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 
(Se vota) 
———Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 
(Ocupa la Presidencia el señor representante Pablo González) 
SEÑOR PRESIDENTE (Pablo González).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
No habiendo propuestas para vicepresidente, posponemos la elección. 
Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Pasamos a considerar el punto tres “Régimen de declaraciones juradas. Modificación de la Ley N* 17.060”. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En primer lugar, queremos reconocer el muy buen trabajo que hizo la Secretaría y 
la Asesoría Técnica. Se realizó un documento que incluía las opiniones de las distintas visitas que tuvimos e, 
inclusive, la de varios legisladores que en el transcurso de estos meses en que hemos venido tratando este 
proyecto se han expedido sobre eventuales modificaciones o aditivos al proyecto original. 


En función de eso, he escrito algunas ideas para incluir en distintos artículos, pero todavía no he realizado 
una redacción con el necesario rigor jurídico y legislativo que necesita. 


Voy a enumerarlas para que, a través de la versión taquigráfica, todos puedan analizar qué se puede aportar 
en la redacción de esos temas. 


En el artículo 1”, como se planteó aquí por parte de algunos señores legisladores y por la Junta, proponemos 
no seguir manteniendo la redacción actual del literal M), que dice “Los funcionarios del Ministerio del 
Interior, sin excepción, deberán presentar declaraciones juradas”. Esto implicó a la Junta un incremento en su 
trabajo de treinta mil declaraciones juradas. Recordemos que con el régimen actual lo único que se hace es 
conservarse dentro de un sobre. Yo he visitado las oficinas y he visto el volumen físico que eso significa; 
inclusive, hay problemas de seguridad edilicia por mantener el peso que significa treinta mil sobre, que en 
99,99% no se abren en diez o quince años, hasta que se tiran. 


Esto vinculado con un artículo que voy a leer al final -que ya está redactado- con respecto a que la Junta 
pueda adoptar análisis de riesgo para profundizar más su trabajo en función del riesgo que tengan las 
declaraciones juradas y los cargos de cada uno de los sujetos obligados. En este artículo ponemos algo 
similar, que dice: “Los funcionarios del Ministerio del Interior con las excepciones que por bajo nivel de 
riesgo establezca la reglamentación”. 


Así como está no es una redacción aconsejable, pero la idea es limitar ese número tan importante de 
declaraciones juradas. 


En el inciso final de ese artículo 1%, se agregó por esta Comisión hace cuatro años, lo siguiente: “Las 
disposiciones de los literales F), N), P) son aplicables a las personas físicas que sean funcionarios o presten 
estos servicios personales a las empresas privadas ya creadas o adquiridas por los organismos públicos en las 
que se creen o adquieran en el futuro, así como en las creadas o adquiridas a su vez por las empresas privadas 
dependientes de aquellas y sus sucesivas, con sede en el territorio o fuera de él, siempre que la participación 
del Estado sea integral, mayoritaria, o dominante”. 


Aclaro que no lo quiero presentar como redacción de nuevos artículos porque falta trabajar en una redacción 
afinada. La idea es ampliar un poco más lo que ya existía, aclarando que sean personas físicas que sean 
funcionarios o presten servicios personales. A veces, hay contrataciones de profesionales que no caerían en la 


calidad de funcionarios, pero sí podrían tener los mismos riesgos que los funcionarios de jerarquía. 
Agregamos que la participación del Estado sea integral -ciento por ciento del Estado-, mayoritaria o 
dominante. ¿Por qué ponemos dominante? Porque puede haber empresas en las cuales el Estado tenga 45%, y 
el resto del capital accionario esté dividido en pequeñas partes. Ese porcentaje que tiene el Estado es 
dominante, y en el derecho comercial es muy habitual que se maneje eso. 


El artículo 3” dice: “Asimismo, también están comprendidos en la obligación del artículo precedente los 
integrantes de órganos directivos y directores o gerentes, a cualquier título o bajo cualquier denominación, 
de: a) Entidades comprendidas en el sistema nacional integrado de salud; b) Licenciatarios o concesionarios 
de obras pública o servicios públicos; c) Organismos privados que manejan fondos públicos o administran 
bienes del Estado, bajo cualquier título o modalidad; la reglamentación determinará, para el caso de este 
literal, a partir de qué monto, valuación [...]” -decía el proyecto que había presentado el compañero Daniel 
Cagglani, a quien le damos la bienvenida- -, y yo agrego: “o porcentaje de ingresos públicos sobre el total de 
ingresos”. 


Hice ese agregado porque, ejemplo, si ponemos un límite de US$ 15.000, pueden quedar fuera una cantidad 
de pequeñas organizaciones que solamente trabajan para el Estado, pues ese monto de dinero es el ciento por 
ciento de sus ingresos. La relación de ese monto con respecto al total de ingresos nos daría una idea del peso 
que tienen los ingresos del Estado en ese sentido. 


El artículo 4” modifica el artículo 12, que estipulaba que debería exponerse en la carátula del sobre si fuera 
escrito, y en un formulario abierto si es en forma digital o electrónica, de manera que quede a disposición, en 
principio de la Junta. Y en artículos siguientes se establece que pueden ser abiertos en la página web del 
organismo por los funcionarios. Nosotros agregamos que cuando se es director o gerente de una empresa 
también debe declararse. A su vez, agregamos: “Cuando corresponda deberá adjuntarse copia de la 
Declaración Jurada de Implicancias previstas en el artículo 29 del Decreto 30/003”. Ya está previsto que los 
funcionarios públicos deben declarar sus implicancias, pero entendemos que lo que dice ese decreto debe ir 
dentro de la declaración jurada, si es escrita, dentro del sobre y, si no, escaneada en el formulario electrónico. 


Cambiamos “sobre cerrado” por “soporte electrónico” y agregamos “que constará de un formulario abierto 
y otros cerrados”. El formulario abierto es de libre acceso para la Junta en cualquier momento, y por artículos 
siguientes también lo podrá hacer en la publicación. 


Expresamente, el artículo dice: “La información de ese formulario abierto estará disponible para los 
controles de evaluación y evolución que la JUTEP podrá realizar en base a análisis de riesgo que determine”. 


Este mismo artículo del proyecto original preveía que serán abiertas las declaraciones del presidente y 
vicepresidente de la República. El proyecto que presentó el Frente Amplio agregaba a representantes 
nacionales y senadores de la República. Nosotros proponemos agregar intendentes y ediles departamentales, 
ministros de Estado, de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de Cuentas, del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, de la Corte Electoral y directores de organismos incluidos en los artículos 220 y 221 de la 
Constitución. Hay una serie de especificaciones de cómo debe hacerse esto. 


Nosotros proponemos agregar un artículo 12 bis, que redacté de esta forma: “La JUTEP confeccionará un 
registro de evolución de activos, pasivos, ingresos y vínculos con empresas informados por cada sujeto 
obligado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley N* 17.060 con la redacción dada en esta ley. Si 
de este registro surgieran evoluciones significativas de patrimonio o ingresos, o las empresas declaradas 
como vinculadas al funcionario pudieran significar la conjunción del interés público con el privado, la 
JUTEP podrá iniciar una investigación que incluirá citación al involucrado y a las autoridades de la 
conducción superior del Organismo donde revista el funcionario y la apertura del resto de la información de 
su Declaración Jurada. En estos casos la JUTEP podrá verificar la corrección, concordancia y la veracidad de 
la Declaración Jurada de bienes e ingresos, así como las vinculaciones e intereses y, cuando corresponda, 
podrá requerir documentación que acredite lo declarado”. 


En el artículo 14 se hizo una precisión, que creo se hizo cuando vino alguna de las instituciones de la 
sociedad civil, que dice: “Las declaraciones se conservarán por un período de diez años contados a partir del 
cese del funcionario en el cargo”. Y nosotros entendemos que debe decir: “a partir del cese del funcionario en 
el último cargo obligado a declarar”. Por ejemplo, terminamos nuestro mandato como representantes y el 
período de diez años se contaría a partir de ese momento. Pero si luego ingresamos a la Administración 


Pública, volvemos a presentar un nuevo sobre o una nueva declaración electrónica y no necesariamente 
queda vinculada con el anterior cargo. Entonces, poniendo el último cargo obligado a declarar, eso se 
soluciona. 


En el artículo 15, “Apertura de las declaraciones”, estaba previsto, a solicitud del propio interesado, por 
resolución fundada de la justicia penal, le agregamos “o Ministerio Público”, teniendo en cuenta los cambios 
en el código de proceso penal y el papel que juega el ministerio público en esto. Y continúa diciendo: “C) Por 
resolución fundada del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. D) Por resolución fundada de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública [...]”. Aquí, agregamos algunos casos más, pero vinculados a la Junta. 
Incluimos algo que habíamos dicho en el artículo 12 bis, que dice: “o cuando de la evolución de la 
información del formulario abierto surjan dudas razonables de la consistencia de la misma o se revelen 
relaciones con otras empresas que puedan sugerir conjunción del interés público y privado, o se hayan 
recibido denuncias fundadas por parte de organizaciones de la Sociedad Civil Organizada”. 


Yo he consultado con algunos asesores jurídicos y esto casi me lo han tachado; no debería aceptarse 
denuncias de las organizaciones de la sociedad civil. Eso lo discutiremos en su momento. 


Está prevista la apertura aleatoria de una cantidad de sobres, como lo preveía el proyecto original, y yo 
agrego: “y en función del análisis de riesgo pertinente”. O sea, no hacer el sorteo sobre todas, sino hacer un 
sorteo calificado, en las que existe mayor riesgo. 


Otra modificación que se sugirió por parte de la Junta fue respecto a las notificaciones, tratando de evitar 
costos y tiempos que alargarían demasiado el trámite, cuando hay omisión en la presentación. El proyecto 
actual dice que si el intimado no cumple con la presentación de la declaración jurada en el plazo otorgado, no 
puede ejercer nuevamente la función pública. Nosotros proponemos que tampoco pueda ser candidato a 
cargos electivos, cursando la información a la Corte Electoral. Me dicen que esto podría ser inconstitucional. 
Lo veremos con los asesores y con la cátedra respectiva cuando tengamos un proyecto definitivo. 


Tengo algunas precisiones con respecto a la responsabilidad de las declaraciones. En la declaración jurada 
de bienes y valores patrimoniales, agregamos que también sea de ingresos. Asimismo, la no inclusión de 
cualquier relación económica o profesional con otras empresas sería causal de falta grave. 


Después vienen los artículos 5” y 6”, que envié a la Comisión, relativos al análisis de riesgo. El artículo 7* 
-que debería ser agregado al proyecto, que iba hasta el 4*- prevé el tema de las denuncias. 


El artículo 8” refiere a los pases en comisión. 


Sería imposible otorgar a la Junta todos los recursos necesarios para abarcar estas nuevas responsabilidades 
que le estamos dando. Una forma de compartir el costo de los recursos humanos es que la Administración 
Pública la dote de funcionarios, fundamentalmente con perfiles técnicos, de acuerdo con las necesidades de 
especialización profesional que la Junta prevea. Para este caso proponemos cambiar lo que figura en muchas 
disposiciones de Rendición de Cuentas y establecer expresamente que los funcionarios que pasen en 
comisión mantengan las retribuciones que por todo concepto perciban de la unidad de origen, incluidas las 
partidas por dedicación exclusiva, y sean de aplicación las mismas exigencias y limitaciones que tenían en su 
oficina de origen. Esto es lo que hoy funciona en la Secretaría Nacional Antilavado, a la que se han ido en 
comisión varios funcionarios de la Dirección General Impositiva y de la Dirección General de Aduanas. Sin 
la dedicación exclusiva, ningún funcionario querrá irse; si igualmente se fueran, no tendrían las 
incompatibilidades por dedicación exclusiva, pudiendo estar de los dos lados del mostrador, lo que no nos 
interesa. 


Terminamos con la declaración de que los organismos de contralor del Estado, la Secretaría Nacional 
Antilavado y la Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información brindarán todo el apoyo 
necesario para instrumentar las reformas que se estipulen en la ley. 


Seguiré trabajando en la redacción de estos cambios y luego la enviaré a la Comisión, para que podamos 
recibir aportes de otros legisladores. Pienso que sería conveniente poner el texto a consideración de las 
bancadas y de las cátedras de la Universidad de la República, por consultas jurídicas, en el mes de junio, 
antes de que nos metamos en la Rendición de Cuentas, porque después será muy difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el señor diputado Alfredo Asti envíe esa redacción, la incorporaremos al 
trabajo realizado para seguir avanzando. ¿Qué informes habría que pedir? 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Si en las próximas sesiones logramos tener un borrador acordado a nivel de la 
Comisión, podríamos consultar a la Cátedra de Derecho Administrativo o a la Cátedra de Derecho 
Constitucional de la Facultad de Derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Una vez que el texto esté acordado? 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Sí, porque esta es una propuesta mía. Puede haber otras sugerencias que no haya 
tomado o que se hagan en los próximos días. El trabajo de la asesoría técnica fue muy bueno; habría que 
repasarlo y ver si algún otro diputado quiere aportar alguna otra modificación a lo previsto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El 15 de junio tendríamos la próxima reunión, en la que se trabajaría en el acuerdo 
de texto. Una vez que el señor diputado Alfredo Asti envíe su propuesta, si los demás tienen ideas para 
agregar, sería bueno que se hagan circular antes de la sesión. Como nos reunimos cada quince días, es 
importante venir con el asesoramiento necesario como para acordar luego aquí. 


SEÑOR CAGGIANI (Daniel).- Las organizaciones de la sociedad civil que vinieron a referirse al proyecto 
presentado, quedaron en hacer un aporte por escrito, sobre todo en cuanto a la metodología para acceder a la 
información de las declaraciones juradas de los nuevos sujetos obligados, especialmente de los privados, con 
una versión parecida a la que se establece en la ley de acceso a la información pública. No sé si ese aporte 
por escrito llegó, ni si eso se recogió en los planteos que se están trabajando. Sería un aporte interesante, 
como mirada de la sociedad civil, que tiene que ver con cómo tratamos la posibilidad de acceso a la 
información de nuevos sujetos obligados, en este caso privados. Esto también debería tener una vía 
administrativa, parecida a la que se propone por parte de la sociedad civil, que sería interesante considerar en 
el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría chequeará y reclamará ese aporte, para que se entregue como fecha 
máxima el 15 de junio, que es el día de nuestra próxima sesión. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Ha ingresado a la Asamblea General, con fecha 15 de mayo, un proyecto enviado 
por el Poder Ejecutivo, que tiene que ver con el artículo 2” de la Ley N” 18.494, que es la ley general de 
lavado de activos. Ayer el señor senador Rúben Martínez Huelmo me decía que hay un proyecto bastante 
avanzado en el Senado y que él entendía que antes del ingreso de la Rendición de Cuentas ya nos lo enviarían 
aprobado. 


El proyecto al que me refería ingresaría por Diputados y vendría a esta Comisión. Tiene un solo artículo que 
ya ha desatado la polémica, fundamentalmente a nivel de los comentaristas deportivos, y que establece que 
en el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa presumarial, se mantendrán hasta la 
conclusión de la causa. 


La fundamentación que trae el proyecto, que viene firmado por el Consejo de Ministros, es que la 
tramitación que llevan los temas vinculados al lavado de activos -hay dos únicos juzgados especializados- 
demora mucho tiempo y que los dos años previstos para mantener las medidas cautelares son muy exiguos. 
Entonces, pretenden que las medidas cautelares se mantengan hasta que el proceso esté terminado, a fin de 
que el Estado no pierda sus facultades, por ejemplo, de establecer embargos. 


Esto ha generado bastante polémica en la prensa, fundamentalmente la deportiva, por el caso Figueredo y 
Full Play. Hoy algún semanario hace hincapié en la participación de la Secretaría de la Presidencia de la 
República en este tema. 


Seguramente el martes este proyecto ingrese a la Cámara y se destine a esta Comisión. Pongo esto en 
conocimiento de los compañeros para que se analice algún tratamiento especial y la convocatoria a la 
Secretaría de la Presidencia de la República para que explique el porqué de la modificación o la postergación 
del tema hasta el mes de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendríamos que esperar a que el proyecto efectivamente entre a esta Comisión. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Por el contenido, que es lavado de activos, corresponde que se destine a esta 
Comisión. 


SEÑOR CHIAZZARO (Roberto).- ¿El señor diputado Alfredo Asti quisiera ir citando a la Secretaría de la 
Presidencia de la República? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el martes se concrete la entrada del proyecto en esta Comisión, haremos las 
consultas del caso, a fin de ir previendo esa citación. 


Se levanta la reunión. 


» Línea del pie de página 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


